
 

********** 

VS. 

DIRECTOR DE RECAUDACIÓN DE 

ENSENADA, BAJA CALIFORNIA, Y 

OTRA AUTORIDAD. 

EXPEDIENTE: 226/2016 T.S. 

PRINCIPAL. 

Ensenada, Baja California, cuatro de marzo del dos mil 

veintiuno. 

SENTENCIA DEFINITIVA, que declara la nulidad del 

mandamiento de ejecución que versa sobre adeudos de 

impuesto predial del predio de clave catastral **********, 

emitido en documento de fecha catorce de noviembre del dos 

mil dieciséis; y nulidad del acta de embargo inserta en dicho 

mandamiento, levantada el dieciséis de noviembre de ese 

mismo año. 

GLOSARIO. 

- parte actora: **********. 

- Director: Director de Recaudación de Ensenada, Baja 

California.  

- Notificador Ejecutor: Jorge Muñoz Zavala, Notificador 

Ejecutor adscrito a la Dirección de Recaudación de Ensenada, 

Baja California.  

- Tribunal: Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del 

Estado de Baja California. 

- Ley del Tribunal: Ley del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Baja California1. 

ANTECEDENTES DEL JUICIO. 

I. Presentación. La demanda se presentó el ocho de 

diciembre del dos mil dieciséis. 

 
1 Ordenamiento legal aplicable para resolver el presente asunto; por virtud de lo 

dispuesto en el artículo tercero transitorio de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California 



 

II. Actos impugnados: La parte actora reclama la legalidad 

de los siguientes actos: 

1) El mandamiento de ejecución que versa sobre adeudos 

de impuesto predial del predio de clave catastral **********, 

emitido en documento de fecha catorce de noviembre 

del dos mil dieciséis; y 

2) El acta de embargo inserta en el mandamiento de 

ejecución descrito en el punto anterior; levantada por el 

Notificador Ejecutor el dieciséis de noviembre del dos mil 

dieciséis. 

III. Admisión. La demanda se admitió a trámite en acuerdo 

del nueve de marzo del dos mil diecisiete. 

IV. Contestación. Las autoridades contestaron la demanda 

en términos de los escritos visibles en autos a fojas 057 a 066 

(Director) y de 068 a 077 (Notificador Ejecutor). 

V. Audiencia. La audiencia de pruebas y alegatos se 

celebró el veintitrés de febrero del dos mil veintiuno.  

COMPETENCIA. 

Esta Tercera Sala del Tribunal es competente para conocer 

de la impugnación del mandamiento de ejecución y acta de 

embargo, por ser actos definitivos de naturaleza fiscal que 

causan agravio a la parte actora; de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 22, fracción II, de la Ley del Tribunal.  

Así también, y conforme a lo previsto en el artículo 23, 

primer párrafo, de la Ley del Tribunal, es competente por virtud 

del territorio; ya que la parte actora en su demanda señala un 

domicilio que se encuentra dentro de su circunscripción 

territorial, y que fue determinada en sesión de Pleno del Tribunal 

con fecha siete de julio de mil novecientos noventa y ocho, y 

ampliada por dicho órgano jurisdiccional en diversa sesión del 

cinco de septiembre del dos mil diecisiete. 

ESTUDIO DE LA CONTROVERSIA. 



 

1.1 Planteamiento del problema. 

En mandamiento de ejecución de fecha catorce de 

noviembre del dos mil dieciséis, se requirió a la parte actora de 

pago del impuesto predial sobre el predio de clave catastral 

**********, correspondiente a los años dos mil ocho al dos mil 

dieciséis. En ese mismo documento el Notificador Ejecutor 

levantó un acta de embargo con fecha dieciséis de noviembre 

del dos mil dieciséis.  

En contra de dichos actos fiscales la parte actora hace 

valer diversos motivos de inconformidad, a fin de que sea 

declarada su nulidad. 

1.2 El mandamiento de ejecución impugnado es nulo por 

carecer de la firma autógrafa de la autoridad emisora. 

El artículo 82 de la Ley del Tribunal establece que las 

sentencias que dicte el Tribunal no necesitarán formulismo 

alguno. De tal manera, se considera analizar en primer término 

los argumentos que la parte actora expone en el quinto de los 

motivos de inconformidad, en el que alega violación a las 

formalidades legales que debe revestir el acto impugnado. 

Para apoyar lo anterior resultan aplicables, por analogía, 

las tesis de jurisprudencia que a continuación se transcriben: 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE 

MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN 

PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 79 de la Ley de Amparo 

previene que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 

Tribunales Colegiados de Circuito y los Juzgados de Distrito pueden 

realizar el examen conjunto de los conceptos de violación o 

agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de 

resolver la cuestión efectivamente planteada, empero no impone 

la obligación al juzgador de garantías de seguir el orden propuesto 

por el quejoso o recurrente en su escrito de inconformidad, sino 

que la única condición que establece el referido precepto es que 

se analicen todos los puntos materia de debate, lo cual puede 

hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio 

orden de su exposición o en uno diverso. 



 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO 

CIRCUITO. 

VI.2o.C. J/304 

Amparo en revisión 180/2006. 22 de junio de 2006. Unanimidad de 

votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto 

Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 181/2006. Calcecril, S.A. de C.V. 22 de junio de 

2006. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 

Secretario: Humberto Schettino Reyna. 

Amparo directo 340/2007. María Julieta Carolina Benítez Vera. 5 de 

octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo 

Rangel. Secretario: Carlos Alberto González García. 

Amparo en revisión 188/2008. Yolanda Orea Chávez. 26 de junio 

de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto Schettino 

Reyna, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de 

Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para 

desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: Carlos 

Alberto González García. 

Amparo en revisión 365/2008. María Victoria Catalina Macuil 

Cuamani o María Victoria Catalina Macuil o Victoria Catalina 

Macuil Cuamani. 24 de noviembre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Carlos Alberto 

González García. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época. Tomo XXIX, 

Febrero de 2009. Pág. 1677. Tesis de Jurisprudencia. 

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION. ORDEN 

LOGICO EN EL ESTUDIO DE LAS CAUSALES DE NULIDAD. De acuerdo 

con lo dispuesto por los artículos 237 (reformado por el Decreto de 

5 de enero de 1988) y 238 del Código Fiscal de la Federación, el 

orden lógico en el estudio de las causales de nulidad tiene que ser 

el siguiente: Se debe analizar en primer lugar, la incompetencia 

del funcionario que haya dictado la resolución reclamada u 

ordenado o tramitado el procedimiento del que deriva dicha 

resolución; si dicha causal resulta fundada, ello es bastante para 

declarar la nulidad lisa y llana de la resolución, sin que deban 

estudiarse las siguientes. En cambio, si la misma resultara 



 

infundada, se debe entrar al estudio de la totalidad de los 

argumentos relativos a la omisión de requisitos formales y a vicios 

del procedimiento, aun cuando uno o más de esos argumentos 

resulten fundados; y solamente en el caso de que la totalidad de 

los argumentos antes precisados resultaran infundados, se entrará 

al estudio de las cuestiones de fondo. El principio de exhaustividad 

en el estudio de las violaciones formales y de los vicios de 

procedimiento tiene la finalidad de administrar una justicia 

completa y evitar, en lo posible el reenvío "que es causa de 

retardo injustificado en la resolución de asuntos y que implicaría 

labor injustificada para la Justicia Federal", según se apunta en el 

Dictamen de la Cámara de Diputados, de fecha 26 de diciembre 

de 1987, conforme al cual se aprobó la reforma al artículo 237 del 

Código Fiscal de la Federación indicada. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

Revisión fiscal 1322/93. Eduardo Peña Núñez. (Recurrente: Director 

General Jurídico de la Contraloría General de la Federación). 11 

de noviembre de 1993. Unanimidad de votos: Ponente: Guillermo 

I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María del Consuelo Núñez de 

González. 

Revisión fiscal 2067/93. Maquilas Madrid, S. A. (Recurrente: 

Administrador de lo Contencioso "2" de la S.H.C.P.). 25 de mayo de 

1994. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 

Secretaria: María del Consuelo Núñez de González. 

Amparo directo 1182/94. Operaciones Técnicas, S. A. de C.V. 14 

de julio de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz 

Mayagoitia. Secretaria: Angelina Hernández Hernández. 

Amparo directo 1062/95. Miguel Horta Cepeda. 18 de mayo de 

1995. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. 

Secretario: Mario Flores García. 

Amparo directo 1202/96. Tomografía Computada, S. A. 23 de 

mayo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Iturbe Rivas. 

Secretaria: Alma Delia Aguilar Chávez Nava. 

Registro digital: 202331. Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito. Novena Época. Materias(s): Administrativa. Tesis: I.2o.A. 



 

J/9. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Tomo III, Junio de 1996, página 735. Tipo: Jurisprudencia. 

Expuesto lo anterior, se tiene que en el quinto motivo de 

inconformidad la parte actora afirma que el mandamiento de 

ejecución es ilegal, porque de su simple revisión se advierte 

contiene firma de computadora, esto es, que no contiene la 

firma del puño y letra del funcionario emisor. 

Dichos argumentos son fundados, operantes y suficientes 

para declarar nulo el mandamiento de ejecución impugnado; 

por lo siguiente: 

El primer párrafo del artículo 16 de la carta magna, 

establece que nadie puede ser molestado en su persona, 

familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 

mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde 

y motive la causal legal del procedimiento.  

A simple vista del mandamiento de ejecución que es 

materia de impugnación, se advierte que la rúbrica de la 

autoridad emisora se encuentra en firma facsímil, y no 

autógrafa (original). 

En razón de lo antes expuesto, no pueden estimarse como 

debidamente fundado y motivado el mandamiento de 

ejecución, vulnerándose en perjuicio de la parte actora el 

principio de seguridad jurídica consagrado en el citado artículo 

16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; toda vez que, para cumplir con las 

formalidades del acto de molestia debió encontrarse suscrito 

con el puño y letra del funcionario emisor, pues ésta es la que 

lo autentifica.  

De todo lo cual resulta que, siendo la firma autógrafa un 

requisito esencial que por su naturaleza autentifica tanto el 

acto mismo como a quien lo emitió, el principio de mérito 

vuelve imperativo que conste en el texto que se comunica y no 

en otro diverso. 



 

Al no haberse hecho así, se incurre en vicios de naturaleza 

formal, por lo que indudablemente se actualiza la causal de 

nulidad prevista en la fracción II del artículo 83 de la Ley del 

Tribunal. 

Resulta aplicable al caso de estudio la tesis de 

jurisprudencia de subsecuente insercción: 

FIRMA FACSIMILAR. DOCUMENTOS PARA LA NOTIFICACION DE 

CREDITOS FISCALES. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha establecido reiteradamente el criterio de 

que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la 

Constitución General de la República, para que un mandamiento 

de autoridad esté fundado y motivado, debe constar en el 

documento la firma autógrafa del servidor público que lo expida 

y no un facsímil, por consiguiente, tratándose de un cobro fiscal, el 

documento que se entregue al causante para efectos de 

notificación debe contener la firma autógrafa, ya que ésta es un 

signo gráfico que da validez a los actos de autoridad, razón por la 

cual debe estimarse que no es válida la firma facsimilar que 

ostente el referido mandamiento de autoridad. 

Contradicción de tesis. Varios 16/90. Entre las sustentadas por el 

Primero y Segundo Tribunales Colegiados del Sexto Circuito. 21 de 

noviembre de 1991. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Carlos de 

Silva Nava. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: Víctor Hugo 

Mendoza Sánchez. 

Tesis de Jurisprudencia 2/92. aprobada por la Segunda Sala de 

este alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de junio de mil 

novecientos noventa y dos, por unanimidad de cinco votos de los 

señores ministros: Presidenta Fausta Moreno Flores, Atanasio 

González Martínez, Carlos de Silva Nava, Noé Castañón León y 

José Manuel Villagordoa Lozano. 

Nota: Por ejecutoria de fecha 13 de octubre de 2004, la Primera 

Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 130/2004-PS en 

que participó el presente criterio. 

Época: Octava Época. Registro: 206419. Instancia: Segunda Sala. 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación. Núm. 56, Agosto de 1992. Materia(s): 

Administrativa. Tesis: 2a./J. 2/92. Página: 15.  



 

Como consecuencia de lo anterior, también resulta nulo el 

acto que con motivo del mandamiento de ejecución se emitió; 

siendo el acta de embargo del dieciséis de oviembre del dos 

mil dieciséis, levatada por el Notificador Ejecutor.  

Lo dispuesto en el párrafo anterior se apoya en la tesis de 

jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, que se reproduce a 

continuación:: 

ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la 

autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos 

derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma 

estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales 

por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que 

de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos 

frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra 

parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal 

conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 504/75. Montacargas de México, S. A. 8 de 

octubre de 1975. Unanimidad de votos 

Amparo directo 547/75. José Cobo Gómez y Carlos González 

Blanquel. 20 de enero de 1976. Unanimidad de votos. 

Amparo directo 651/75. Alfombras Mohawk de México, S. A. de C. 

V. 17 de febrero de 1976. Unanimidad de votos. 

Amparo directo 54/76. Productos Metálicos de Baja California, S. A. 

23 de marzo de 1976. Unanimidad de votos. 

Amparo directo 301/78. Refaccionaria Maya, S. A. 18 de enero de 

1979. Unanimidad de votos. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Apéndice de 

1995. Época: Séptima Tomo VI, Tesis: 565, Página: 376. Tesis de 

Jurisprudencia. 

Al resultar suficiente el quinto motivo de inconformidad 

para declarar la nulidad del mandamiento de ejecución 

impugnado por violaciones formales y, como consecuencia, 



 

del acta de embargo impugnada, resulta ocioso analizar los 

diversos motivos de inconformidad que hace valer la parte 

actora; ya que independientemente del resultado de su 

estudio, el sentido de la presente resolución sería el decretado 

en párrafos anteriores. Lo anterior sin que implique trasgredir el 

principio de exhaustividad contenido en el numeral 82 de la Ley 

del Tribunal. 

En lo conducente, es aplicable por equiparación la tesis de 

jurisprudencia siguiente: 

NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN EL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL POR CARECER DE LA 

FIRMA AUTÓGRAFA DE LA AUTORIDAD EMISORA. AL IMPLICAR LA 

INEXISTENCIA JURÍDICA, IMPIDE EL ANÁLISIS DE LOS DEMÁS 

ARGUMENTOS HECHOS VALER POR EL ACTOR. La nulidad de la 

resolución impugnada en el juicio contencioso administrativo 

federal, por carecer de la firma autógrafa de la autoridad emisora, 

implica declarar su inexistencia y equivale a la nada jurídica; por 

esa razón, es improcedente el estudio de los demás argumentos 

hechos valer por el actor, ya que además de no representarle un 

mayor beneficio, no puede analizarse, en otro aspecto, algo que 

no ha nacido a la vida jurídica, ante la omisión del requisito 

esencial de validez anotado. En consecuencia, es inaplicable la 

jurisprudencia 2a./J. 66/2013 (10a.), de la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: 

"PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 

51, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, OBLIGA AL 

ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN TENDENTES A 

CONTROVERTIR EL FONDO DEL ASUNTO, AUN CUANDO EL ACTO 

IMPUGNADO ADOLEZCA DE UNA INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN DE 

LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA.", al tratar un 

supuesto diferente, por lo que en el caso no podría analizarse 

ninguna otra cuestión, aun cuando se considere relacionada con 

el fondo del asunto, pues ello sería contradictorio, al haberse 

decretado la inexistencia jurídica de la resolución impugnada. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 



 

Amparo directo 612/2018. Recursos Omo, S.A. de C.V. 29 de marzo 

de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Palomo Carrasco. 

Secretaria: Adriana Moreno Dávila. 

Amparo directo 661/2018. 26 de abril de 2019. Unanimidad de 

votos. Ponente: Óscar Palomo Carrasco. Secretaria: Adriana 

Moreno Dávila. 

Amparo directo 82/2019. Cepsain, S.A. de C.V. 7 de mayo de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Palomo Carrasco. 

Secretario: Manuel Hafid Andrade Gutiérrez. 

Amparo directo 735/2018. Implementos y Modelos de 

Construcción, S.A. de C.V. 24 de mayo de 2019. Unanimidad de 

votos. Ponente: Óscar Palomo Carrasco. Secretaria: Jazmín 

Arellano Mendoza. 

Amparo directo 17/2019. Blitxon, S.A. de C.V. 21 de junio de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Iturbe Rivas. Secretaria: 

Martha Leonora Rodríguez Alfaro. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 66/2013 (10a.) citada, 

aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Décima Época, Libro XXI, Tomo I, junio de 2013, página 

1073. 

Por ejecutoria del 30 de septiembre de 2020, la Segunda Sala 

declaró improcedente la contradicción de tesis 152/2020, 

derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido 

en esta tesis. 

Esta tesis se publicó el viernes 02 de agosto de 2019 a las 10:10  

horas  en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 

considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de agosto 

de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del 

Acuerdo General Plenario 19/2013. 

Registro digital: 2020337. Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito. Décima Época. Materias(s): Administrativa. Tesis: I.2o.A. 

J/3 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación. Libro 69, Agosto de 2019, Tomo IV, página 4250. Tipo: 

Jurisprudencia. 

RESOLUTIVOS. 



 

PRIMERO. Se declara la nulidad del mandamiento de 

ejecución que versa sobre adeudos de impuesto predial sobre 

el predio de clave catastral **********, emitido en documento 

de fecha catorce de noviembre del dos mil dieciséis; así como 

la nulidad del acta de embargo inserta en dicho 

mandamiento, levantada el dieciséis de noviembre de ese 

mismo año por el Notificador Ejecutor. 

SEGUNDO. En términos de lo dispuesto en el artículo 84, 

primer párrafo, de la Ley del Tribunal, se condena al Director a 

que emita una resolución en la que deje sin efectos los actos 

que fueron declarados nulos en el punto resolutivo anterior de 

esta sentencia.  

Notifíquese, personalmente a la parte actora, y por correo 

electrónico a las autoridades demandadas. 

Así lo resolvió el Magistrado de la Tercera Sala del Tribunal 

Estatal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California, 

Roberto Alfonso Vidrio Rodríguez; firmando ante la presencia 

del Secretario de Acuerdos, Juan Manuel Cruz Sandoval, que 

autoriza y da fe. 

 

 

 

 
 



 

 

 

 

ELIMINADO: nombre actor, en foja 1. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se 

realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por 

lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su 

titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad de los datos personales. 

 

ELIMINADO: clave catastral, en fojas 1, 2, 3 y 12. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se 

realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por 

lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su 

titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad de los datos personales. 

 

 
 

 

  



 

EL SUSCRITO, JUAN MANUEL SANDOVAL CRUZ, SECRETARIO DE 

ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA, HACE CONSTAR: ----------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA 

VERSIÓN PÚBLICA DE LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR EL 

MAGISTRADO DE LA TERCERA SALA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, EN FECHA CUATRO DE MARZO DE 

DOS MIL VEINTIUNO, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO 226/2016 T.S., EN LA QUE SE SUPRIMIERON DATOS QUE 

SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE 

MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 11 

(ONCE) FOJAS ÚTILES. ------------------------------------------------------------------------ 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO EN LOS 

ARTÍCULOS 80 Y 83, FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

BAJA CALIFORNIA, ARTÍCULO 25, FRACCIÓN XV DEL REGLAMENTO 

INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN 

MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA 

INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES 

PÚBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE SE HACE 

CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA 

CIUDAD DE ENSENADA, BAJA CALIFORNIA, DOCE DE ENERO DE DOS MIL 

VEINTITRÉS, DOY FE. --------------------------------------------------------------------------- 

 

 

 

 

 

 
 


